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Debe precisarse que el recurso de reposición que se interpone contra la resolución del 
Gobierno nacional que decide sobre una solicitud de extradición, no puede ser utilizado 
por las personas requeridas en extradición y sus abogados defensores como un instrumento 
para desconocer el concepto emitido por la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia y 
convertir al Gobierno Nacional en instancia de revisión de los pronunciamientos de esa 
Alta Corporación Judicial.

En ese sentido se pronunció esa Corporación, en el concepto del 29 de noviembre de 
1983, con ponencia del Magistrado Alfonso Reyes Echandía, cuyo criterio se mantiene 
invariable:

“La intervención de esta Sala se concreta en lo sustancial a realizar una confrontación 
entre los documentos aportados por el Estado requirente y las normas del respetivo 
Convenio, o subsidiariamente de la legislación nacional, para determinar si se acomoda 
integralmente a estas en cuyo caso conceptuará favorablemente a la extradición, o no se 
aviene a ellas y entonces emitirá opinión adversa. Frente a ese pronunciamiento de la 
Corte, el Gobierno decidirá sobre el requerimiento de extradición en resolución que debe 
ser negativa si así fue el concepto de la Corte, pero que puede ser favorable o desfavorable 
cuando dicha opinión sea positiva; en tal evento, la resolución gubernamental que niega 
la extradición ha de estar fundada en razones de conveniencia nacional, como lo precisa 
el inciso 2° del artículo 748 del C. de P. P. aplicable como complemento de lo dispuesto 
en el No 2° del art. 12 del Tratado que exige razonar la “denegación total o parcial de la 
solicitud de extradición”. Y es que si la Corte ha hecho ya en su concepto –como debe 
hacerlo– el examen jurídico de la cuestión, no es tarea del Gobierno volver sobre ese 
aspecto y menos aún cimentar su decisión contraria a la extradición en consideraciones 
jurídicas opuestas a las que sirvieron a la Corte para emitir su concepto favorable; 
si así fuera, sobraría el pronunciamiento previo de la Sala, a más de que se le estaría 
sometiendo a una instancia de revisión administrativa no prevista en la ley ni tratado 
alguno. Es innegable, clara y necesaria –desde luego– la potestad gubernamental para 
optar por conceder o negar la extradición pedida cuando el concepto de la Corte es 
favorable, pero se trata de una decisión política en cuanto autónoma y ligada solamente 
a consideraciones soberanas de conveniencia nacional; solo así se respetan las órbitas 
judicial y administrativa que armoniosamente concurren en el examen y decisión de 
esta materia”. (Negrilla fuera de texto)

Así las cosas, no le está atribuido al Gobierno nacional, como al parecer lo espera 
el recurrente, apartarse y contradecir, a través de la resolución de un recurso reposición, 
los conceptos y pronunciamientos jurídicos que hace la Corte Suprema de Justicia 
sobre determinados aspectos dentro del trámite de una solicitud de extradición. Todo lo 
contrario, antes que intentar contradecirlos o revaluarlos, le sirven al Gobierno nacional 
como sustento jurídico para adoptar una decisión, esencialmente facultativa, que involucra 
aspectos jurídicos los cuales no pueden ser desconocidos.

Adicionalmente, es pertinente indicar que, con la concesión de la extradición, decisión 
adoptada con plena observancia de un debido proceso, se va a permitir que el ciudadano 
colombiano Larry Ortiz Coneo comparezca al proceso penal que se le adelanta en el Estado 
requirente donde podrá ejercer plenamente sus derechos de defensa y contradicción, de 
manera que será en ese escenario donde se solicite, practique y controvierta la prueba, a 
cuyo término se establecerá si se desvirtuó o no la presunción de inocencia.

De conformidad con lo expuesto, teniendo en cuenta que el trámite de extradición del 
ciudadano colombiano Larry Ortiz Coneo se cumplió con plena observancia y acatamiento 
del debido proceso, que cuenta con el concepto previo y favorable de la Corte Suprema 
de Justicia y que con el presente recurso no se aportaron nuevos elementos de juicio que 
conduzcan a variar la decisión inicial, el Gobierno Nacional, en virtud de la facultad que le 
asiste, confirmará en todas sus partes la Resolución Ejecutiva número 093 del 14 de abril 
de 2023.

Por lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Confirmar la Resolución Ejecutiva número 093 del 14 de abril de 2023, 
por medio de la cual se concedió, a los Estados Unidos de América, la extradición del 
ciudadano colombiano Larry Ortiz Coneo, de conformidad con lo señalado en la parte 
motiva de esta resolución.

Artículo 2°. Ordenar la notificación personal de la presente decisión al ciudadano 
requerido o a su defensor, haciéndoles saber que no procede recurso alguno, quedando en 
firme la Resolución Ejecutiva número 093 del 14 de abril de 2023.

Artículo 3°. Ordenar el envío de copia del presente acto administrativo a la Dirección 
de Asuntos Jurídicos Internacionales y a la Dirección de Asuntos Migratorios, Consulares 
y Servicio al Ciudadano del Ministerio de Relaciones Exteriores y al Fiscal General de la 
Nación, para lo de sus respectivas competencias.

Artículo 4°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su notificación.
Publíquese en el Diario Oficial, notifíquese al ciudadano requerido o a su apoderado, 

comuníquese al Ministerio de Relaciones Exteriores y a la Fiscalía General de la Nación 
y, cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 14 de julio de 2023.
GUSTAVO PETRO URREGO.

El Ministro de Justicia y del Derecho,
Néstor Iván Osuna Patiño.

Ministerio del Trabajo

Decretos

DECRETO NÚMERO 1200 DE 2023

(julio 14)

por el cual se modifica la conformación del Comité Directivo del Fondo de Solidaridad 
Pensional establecida en el artículo 2.2.14.1.4 del Decreto 1833 de 2016.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades constitucionales 
y legales, y en particular, las previstas en el numeral 16 del artículo 189 de la Constitución 
Política y el artículo 54 de la Ley 489 de 1998, y

CONSIDERANDO:

Que el artículo 1.1.3.2 del Decreto 1833 de 2016, compiló el artículo 1° del Decreto 
3771 de 2007, el cual establece que el Fondo de Solidaridad es una cuenta especial de la 
nación, sin personería jurídica, adscrita al Ministerio de la Protección Social, destinado 
a ampliar la cobertura mediante un subsidio a las cotizaciones para pensiones de los 
grupos de población que por sus características y condiciones socioeconómicas no 
tienen acceso a los sistemas de seguridad social, así como el otorgamiento de subsidios 
económicos para la protección de las personas en estado de indigencia o de pobreza 
extrema.

Que el artículo 5° del Decreto 1690 de 2020 modificó del artículo 2.2.14.1.4. del 
Decreto Único Reglamentario 1833 de 2016, señalando que el Comité Directivo del 
Fondo de Solidaridad Pensional estará conformado por: “1. El Ministro del Trabajo o su 
delegado, quien lo presidirá. 2. El Ministro de Hacienda y Crédito Público o su delegado. 
3. El Director del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social o su delegado. 
4. Dos Consejeros Presidenciales o sus delegados. 5. El presidente de Colpensiones o su 
delegado. 6. Un representante de las Sociedades Administradoras de Fondos de Pensiones 
escogido por el Ministerio del Trabajo de tema presentada por el gremio que reúna el 
mayor número de afiliados”.

Que mediante el Decreto 2647 del 30 de diciembre de 2022 se modificó la estructura 
del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República y se suprimió, entre 
otras dependencias, las consejerías presidenciales de Asuntos Económicos y de gestión 
y cumplimiento, cuyos consejeros hacían parte del Comité Directivo del Fondo de 
Solidaridad Pensional.

Que es pertinente actualizar la composición del Comité Directivo del Fondo de 
Solidaridad Pensional.

En mérito de lo expuesto,

DECRETA:

Artículo 1°. Modificación. Modifíquese el artículo 2.2.14.1.4 del Decreto Único 
Reglamentario 1833 de 2016, el cual quedará así:

“Artículo 2.2.14.1.4. Conformación del Comité Directivo. El Comité Directivo del 
Fondo de Solidaridad Pensional estará conformado así:

1.	 El Ministro del Trabajo o su delegado, quien lo presidirá.

2.	 El Ministro de Hacienda y Crédito Público o su delegado.

3.	 El Director del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social o su 
delegado.

4.	 El Presidente de Colpensiones o su delegado.

5.	 Un representante de las Sociedades Administradoras de Fondos de Pensiones 
escogido por el Ministerio del Trabajo de tema presentada por el gremio que 
reúna el mayor número de afiliados”.

Parágrafo. La Secretaría Técnica del Comité Directivo estará a cargo del Viceministro 
de Empleo y Pensiones del Ministerio del Trabajo. En los casos en que el Ministro delegue 
en el Viceministro de Empleo y Pensiones la presidencia de este Comité, la Secretaría 
Técnica estará a cargo del Director de Pensiones y otras Prestaciones”.

Artículo 2°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su expedición y 
modifica el artículo 2.2.14.1.4 del Decreto 1833 de 2016.

Publíquese y cúmplase.

Dado, a 14 de julio de 2023.

GUSTAVO PETRO URREGO.

La Ministra del Trabajo,

Gloria Inés Ramírez ríos.

El Director del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República,

Carlos Ramón González.




